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INTRODUCCIÓN

 La explotación minera hace parte y se desarrolla, al mismo tiempo en el 
fenómeno de la globalización. Por eso, pone en cuestión nuestro modelo de 
consumo y de producción, en términos de gestión y control, pero también de 
igualdad, derechos y, finalmente, de elección de la sociedad. Los conflictos 
relacionados con esta actividad y la articulación de las diferentes fuerzas socia-
les en torno a ella determinarán en gran parte la suerte reservada a nuestro 
planeta.

En los últimos quince años la explotación de los recursos mineros ha conoci-
do un considerable desarrollo y ha adquirido una gran importancia estratégica, 
instaurándose un nuevo marco de relaciones geopolíticas. La expresión “mal-
dición de los recursos” ilustra la paradoja de que poblaciones pobres viven en 
países ricos en recursos mineros y naturales. La pobreza aumenta en las regio-
nes con intensa actividad extractiva, pero además ésta produce efectos negati-
vos sobre la sociedad y el medio ambiente. Por ejemplo, la industria minera 
contribuye al doble acaparamiento de tierras y de agua, en directa concurren-
cia con los agricultures locales. No es raro que esta realidad venga relacionada 
con el aumento y prolongación de conflictos internos. Hay una utilización 
intensa de tecnología y capitales, pero es fuente de frustración puesto que el 
dinero invertido no se traduce en términos de beneficios o de empleo, sin con-
tar que la división del trabajo, con la diferencia de condiciones laborales entre 
la población local y los que llegan a ocupar puestos directivos, acentúa la des-
igualdad.

El extractivismo afecta al conjunto de pueblos del Sur, pero no siempre de 
igual forma y con la misma intensidad. Los campesinos, las mujeres y los pue-
blos indígenas son los más expuestos, dado su posición inicial de vulnerabili-
dad y su interdependencia  directa con la tierra y el medio ambiente.

En los últimos años América Latina se ha mantenido al margen de la criris 
económica de la mayoría de los países europeos y Estados Unidos. La región 
muestra indicadores macroeconómicos positivos que hablan de crecimiento y 
de reducción de la pobreza. La CEPAL (Comisión Económica para América 
Latina) afirmó que en 2012 el continente mostraba el porcentaje de pobreza 
más bajo de sus últimos 30 años. Esto se debe a la demanda de recursos natu-
rales y energéticos, especialmente por parte de China, lo que ha llevado a un 
alza de precios de las materias primas en el contexto de globalización económi-
ca. Petroleo y minerales son dos recursos que el sistema consume con una 
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voracidad comparable con la adicción, pues es capaz de todo para poder inyec-
tarlos en su economía.

La CEPAL advierte sobre las vulnerabilidades que surgen de la concentra-
ción de las exportaciones en pocos bienes primarios, es decir, el riesgo de 
“reprimarización” de la economía de los países latinoamericanos, bajo la pre-
sión de los intercambios comerciales y reproduciendo el esquema desigual de 
las relaciones económicas1.

Con estos datos y la apuesta firme por concienciar en torno a la idea de “Buen 
Vivir” como único futuro posible de desarrollo en nuestro planeta, el Ocote 
Encendido presenta un análisis sobre la situación actual del extractivismo en 
América Latina realizado por Eduardo Gudynas, investigador en el Centro 
Latino Americano de Ecología Social (CLAES), Montevideo, y analista en 
temas de desarrollo sostenible. 

Para presentar a su autor, sacamos alguna nociones recogidas en su artículo, 
“El buen vivir mas allá del desarrollo”2. En él, junto con Alberto Acosta, plan-
tea su perspectiva en torno al Buen vivir, concepto en construcción que aspira 
a ir más allá del desarrollo convencional y que se basa en una sociedad donde 
conviven los seres humanos entre sí y con la naturaleza. Se nutre desde ámbi-
tos muy diversos, desde la reflexión intelectual a las prácticas ciudadanas, 
desde las tradiciones indígenas a la academia alternativa. El estilo de vida de 
los países industrializados, con un enorme consumo, es incompatible con las 
capacidades ecológicas de absorción y resiliencia de la Tierra y  la apropiación 
de los recursos naturales como una condición para el crecimiento económico 
ya no puede ser la meta última. Concluyen asegurando que es necesaria una 
discusión conceptual mucho más profunda que vaya más allá de los cambios 
instrumentales sobre el desarrollo, partiendo de reconocer que los derechos de 
la naturaleza implican reconocerle valores propios, independientes del posible 
uso o utilidad humana, que no se trata de mantener una naturaleza intocada, 
sino que es posible seguir aprovechando los recursos naturales para satisfacer 
las necesidades vitales humanas y asegurando la preservación de la biodiver-
sidad.

En conclusión destacan la relevancia de iniciar la discusión de un futuro 
posextractivista, puesto que sin duda sería un ingrediente indispensable del 
buen vivir.

En 2009 Eduardo Gudynas resumió en diez tesis preliminares las caracterís-
ticas del neo-extractivismo de los gobiernos progresistas en América del Sur. 
El documento que ahora publicamos indaga y profundiza en el tema.
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Como complemento, a partir de un ensayo de Gearóid Ó Loingsigh, que nos 
ha llegado directamente del Chocó (Colombia), incluímos algunas referencias 
a la afección sobre el territorio que el extractivismo minero está suponiendo en 
aquella región (a título de ejemplo, visualizar http://www.youtube.com/
watch?v=9jBAh4ffXlc). 

Por último, hemos querido difundir algunos puntos clave relacionados con 
los recursos naturales, el desarrollo de las comunidades, el compromiso con las 
poblaciones más vulnerables, etc... contenidos en la Declaración de la Habana, 
de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), de 
enero de 2014.

No podemos dejar de terminar esta introducción volviendo a recordar que la 
expansión del extractivismo, implementado por gobiernos conservadores y 
progresistas de América Latina, se realiza soslayando las consecuencias socia-
les y ambientales que genera, lo que hace que los grandes proyectos extracti-
vos, fundamentalmente mineros, sean los causantes de los principales conflic-
tos sociales protagonizados por comunidades campesinas e indígenas.

Asumir la resistencia contra los impactos del extractivismo, donde la econo-
mía depende de la exportación de hidrocarburos y minerales es difícil. A 
menudo, las comunidades indígenas y campesinas, principales víctimas del 
despojo, son acusadas de ser “anti-desarrollo” y  estar contra el “interés públi-
co”, y llamadas a sacrificarse por el bien del país. Con una economía basada en 
la extracción intensiva de recursos, en varios países se está lejos de alcanzar el 
bienestar, y más el “buen vivir”.

En torno a esto, recomendamos visitar la web del Observartorio de los con-
flictos mineros en Amética Latina, (http://www.conflictosmineros.net/). Esta 
página incluye una base de datos, esfuerzo en conjunto de OCMAL y OLCA, 
que contiene información sobre más de 180 conflictos y proyectos mineros 
georeferenciados, junto con cientos de documentos, artículos y vídeos relacio-
nados, muchos de los cuales se pueden leer y ver en linea.

Un abrazo,			 

				    Comités Óscar Romero



6

ESTADO COMPENSADOR Y 
NUEVOS EXTRACTIVISMOS

Las ambivalencias del progresismo sudamericano3

Eduardo Gudynas 

A lo largo de las últimas décadas 
se han sucedido diferentes descrip-
ciones del Estado latinoamericano. 
Tiempo atrás, se hablaba de un 
Estado desarrollista interesado en 
sustituir importaciones; su caída 
fue seguida por Estados que varios 
describieron como «burocrático-
autoritarios»4. Más recientemente, 
se difundió un Estado que aceptaba 
las reformas de mercado, se enco-
gía y defendía discursos que varios 
definieron como «neoliberales». 

Se sigan esas u otras caracteriza-
ciones, lo cierto es que han ocurrido 
cambios sustanciales en el Estado a 
lo largo de estos años. En la actuali-

dad, en el caso de América del Sur, 
el Estado está enmarcado en cir-
cunstancias no solo novedosas sino 
también muy particulares. En 
forma resumida, en la mayor parte 
de los países sudamericanos, el 
Estado está en manos de agrupa-
mientos político-partidarios que se 
definen como progresistas o de la 
nueva izquierda y que navegan en 
una globalización turbulenta; y si 
bien varios países industrializados 
están sumidos en una grave crisis 
económico-financiera, el alto precio 
de las materias primas y el consu-
mo asiático siguen alimentando 
una buena performance económica 
de la región.

Sin duda América del Sur, gobernada mayoritariamente por partidos y 
movimientos que se autodefinen como progresistas, ha logrado varios 
avances en los últimos años, en general centrados en la reducción de la 
pobreza y el regreso de un Estado más activo. Sin embargo, parte de los 
buenos desempeños van en paralelo a la consolidación de un modelo soste-
nido en la explotación de la naturaleza –desde el gas hasta la soja, pasando 
por una diversidad de productos de la minería– y la consolidación de lógi-
cas y prácticas extractivistas. El artículo analiza las potencialidades y los 
límites de los nuevos «Estados compensadores», a diferencia entre viejos y 
nuevos extractivismos y los crecientes conflictos socioambientales.
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llo y el Estado, que expresa de 
nuevos modos los viejos mitos 
acerca de las enormes riquezas 
naturales que deben alimentar el 
crecimiento económico sudameri-
cano. 

Espectadores locales, crisis lejanas

Los países de América del Sur apa-
recen por momentos alejados de los 
problemas de la crisis global, que se 
mantendría anclada en las grandes 
economías industrializadas. En el 
Sur, casi todos los indicadores seña-
lan buenas performances económi-
cas, en especial las exportadoras. Así, 
los gobiernos sudamericanos, tanto 
en el pasado episodio agudo de la 
crisis de 2008 como en el actual, insis-

En estas condiciones, están en 
marcha reformulaciones en las 
estrategias de desarrollo y, parale-
lamente, también está cambiando 
la conformación del Estado sud-
americano. En este artículo se seña-
la en primer lugar el papel clave 
desempeñado por el extractivismo 
exportador en las actuales e inusua-
les circunstancias globales. 
Seguidamente, se resumen los ajus-
tes en las estrategias de desarrollo 
bajo la peculiar vocación de la 
izquierda progresista sudamerica-
na, lo que desemboca en la configu-
ración de lo que denominamos 
«Estado compensador». En esta 
nueva conformación hay una parti-
cular ecología política del desarro-
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izquierda6. Aun reconociendo las 
diferencias con administraciones 
conservadoras o de la derecha clási-
ca, y también aceptando las diversas 
posturas que existen en el seno del 
progresismo sudamericano, es 
impactante advertir que se sigue 
apostando al crecimiento económico 
mediado por exportaciones e inver-
siones. Y que esto se defienda en el 
contexto de una recurrente crisis del 
capitalismo en los países industriali-
zados no deja de ser llamativo. En 
general, pese a ciertos discursos, se 
observa que la nueva izquierda 
gobernante ha aceptado ser reforma-
dora dentro del capitalismo7.

A lo largo de los últimos años, las 
exportaciones también aumentaron, 
en valor, volumen y precio unitario 
en varios casos (exceptuando caídas 
en 2008). Pero también aumentó la 
proporción de materias primas en el 
total exportado (en el caso del 
Mercosur ampliado, pasó de 60,2% 
del total en 2005 a 68,4% en 2009)8. 
También la inversión extranjera se ha 
recuperado hasta recibir más de US$ 
85.000 millones en 2010; el principal 
destino son los recursos naturales: 
43% del total9*

Las exportaciones y las inversiones 
se han vuelto mucho más importan-
tes y, dentro de ellas, los recursos 
naturales tienen un papel más desta-
cado. Esta situación se debe en buena 
medida a la expansión del llamado 
«extractivismo», que incluye activi-
dades como la explotación minera o 
petrolera, o los monocultivos intensi-

ten en que sus economías estarían 
«blindadas» o «desacopladas» de lo 
que sucede en el Norte. En los casos 
en que se aceptan posibles efectos de 
una crisis global, los gobiernos pasan 
a señalar que las repercusiones serán 
limitadas, o que sus países se recupe-
rarán mucho antes que otras nacio-
nes. De esta manera se adopta una 
postura de espectadores de una crisis 
que se concibe como distante.

Por el momento, las naciones sud-
americanas muestran efectivamente 
buenos indicadores. El crecimiento 
económico se logró en todos los paí-
ses en 2010 y 2011 –con excepción de 
Venezuela en 2010– y, en varios 
casos, a tasas altas –por ejemplo, para 
2010 las más elevadas se registraron 
en Paraguay (15%), Argentina (9,2%), 
y Uruguay (8,5%); el crecimiento 
promedio de América del Sur fue de 
6,4% según los datos de la Comisión 
Económica para América Latina y el 
Caribe (Cepal)5. 

Todas las administraciones impul-
san estrategias que pueden ser esque-
matizadas como una defensa del cre-
cimiento económico como motor del 
desarrollo, que se sustentaría espe-
cialmente en dos pilares: exportacio-
nes e inversiones. En estos factores 
reside la confianza sudamericana 
frente a la crisis, ya que se asume 
que, sean unas regiones u otras, de 
todos modos se seguirán comprando 
sus materias primas. No es un hecho 
menor que esa postura también sea 
defendida por gobiernos que se defi-
nen como progresistas o de la nueva 
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con enorme producción y exporta-
ción, que ha superado a las naciones 
andinas. Por ejemplo, la producción 
brasileña de bauxita aumentó de 19,3 
millones de toneladas al asumir Lula 
el poder en 2003, a 29 millones en 
2010; la de hierro creció de 263,7 
millones de toneladas a 370 millones 
en ese mismo periodo10. A partir de 
2003 también hubo un incremento 
sustancial de la producción minera 
en Argentina, y aumentos modera-
dos o estabilidad en Bolivia y Chile. 
Las exportaciones mineras origina-
das en el Mercosur ampliado 
(Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Uruguay y Paraguay) pasaron de 
más de US$ 13.000 millones en 2003 a 
US$ 42.000 millones en 2009, según 
datos de la CEPAL.

Bajo este empuje es necesario dis-
tinguir entre dos tipos de extracti-
vismo. Por un lado, uno que podría 
calificarse como «clásico», en tanto 
fue el más común en las últimas 
décadas y es propio de gobiernos 
conservadores (como la Colombia 
de Álvaro Uribe y ahora Juan 
Manuel Santos, o el Perú de Alan 
García). En este modelo, las empre-
sas transnacionales tienen un rol 
determinante, el Estado es funcional 
a esa transnacionalización y existen 
regulaciones y controles acotados 
(incluyendo regalías y tributos 
bajos). Se apuesta a que ese extracti-
vismo genere crecimiento económi-
co y a que éste, a su vez, promueva 
«derrames» hacia el resto de la socie-
dad. Al mismo tiempo, se minimi-
zan, niegan o reprimen las protestas 

vos. El extractivismo se caracteriza 
por la explotación de grandes volú-
menes de recursos naturales, que se 
exportan como commodities y 
dependen de economías de enclave 
(que pueden estar localizadas, como 
los campos petroleros o las minas, o 
bien ser espacialmente extendidas, 
como el monocultivo de soja). 

La importancia del extractivismo 
exportador en buena medida respon-
de a condiciones globales. Por un 
lado, la debacle de los mercados 
financieros convencionales hace que 
muchos se refugien en las materias 
primas, lo que contribuye a aumen-
tar sus precios, o bien que busquen 
inversiones en plazas distintas de los 
países industrializados. Por otro 
lado, se mantiene la demanda de 
materias primas desde las naciones 
asiáticas, en especial China. El creci-
miento económico, la reducción del 
desempleo, el abatimiento de la 
pobreza y un mayor acceso a bienes 
de consumo complementan la situa-
ción, y todo ello contribuye a la adhe-
sión electoral que reciben muchos de 
los gobiernos progresistas.

Extractivismo clásico y neoextracti-
vismo

El extractivismo propio de la mine-
ría y los hidrocarburos ha crecido en 
los últimos años. Mientras que 
Venezuela, Ecuador y Bolivia siguen 
siendo importantes exportadores de 
petróleo o gas, se observan cambios 
sustanciales en el sector minero. Se 
destaca la consolidación de Brasil, 
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caso de Bolivia). A su vez, el modo 
extractivista de organizar la produc-
ción se expande a otros sectores, en 
particular los monocultivos de expor-
tación.

El Estado juega un papel mucho 
más activo que en el extractivismo 
clásico, sea por una participación 
directa (por ejemplo, por medio de 
empresas estatales como la petrolera 
venezolana PDVSA) o por medios 
indirectos (asistencias financieras, 
subsidios, apoyos en infraestructura, 
etc.). El neoextractivismo va más allá 
de la propiedad de los recursos, sean 
estatales o no, ya que termina repro-
duciendo la estructura y las reglas de 
funcionamiento de los procesos pro-
ductivos capitalistas, volcados a la 

ciudadanas por los 
impactos sociales y 
ambientales de la explo-
tación. 

Pero bajo los gobier-
nos progresistas tuvie-
ron lugar varios cam-
bios sustanciales. Los 
más llamativos han sido 
las llamadas «nacionali-
zaciones» de los recur-
sos (los ejemplos más 
conocidos son los del 
sector petrolero y gasí-
fero de Bolivia, Ecuador 
y Venezuela). Sin 
embargo, un examen 
más riguroso muestra 
que también hay 
muchas continuidades, 
y en consecuencia es 
más adecuado describir 
un estilo heterodoxo: persisten algu-
nos elementos del pasado junto con 
otros nuevos, sus articulaciones son 
diferentes y, sobre todo, el extracti-
vismo es defendido desde otras bases 
conceptuales. Esta nueva postura ha 
sido llamada «neoextractivismo pro-
gresista»11.

Este neoextractivismo se caracteri-
za por mantener, e incluso profundi-
zar, la extracción minera y petrolera, 
sea por un aumento en los rubros 
clásicos o por la incorporación de 
nuevos recursos (por ejemplo, países 
tradicionalmente no mineros que 
intentan la megaminería como 
Uruguay, o países mineros que bus-
can nuevos rubros como el litio en el 
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petrolera o licencias mineras que 
desplazan a comunidades locales, 
anulan otros circuitos productivos o 
rompen con territorios ancestralmen-
te delimitados. También hay fuertes 
impactos ambientales y sociales. Los 
problemas por contaminación, pérdi-
da de biodiversidad y otros efectos 
ambientales persisten, y en algunos 
casos se agravan.

Todo esto hace que las resistencias 
sociales, y en varios casos las protes-
tas ciudadanas contra el extractivis-
mo, estén presentes, con distinta 
intensidad, en todos los países con 
gobiernos progresistas. Estas van 
desde las movilizaciones ciudadanas 
contra la minería en Perú, Argentina 
y Ecuador, a otras, más instituciona-
lizadas, pero también opuestas a la 
minería, en Uruguay. Las protestas 
ciudadanas están proliferando y el 
extractivismo está chocando contra 
un límite democrático. 

Bajo el neoextractivismo progresis-
ta, el Estado capta, o al menos intenta 
captar, mayores proporciones del 
excedente generado por los sectores 
extractivistas, apelando a medidas 
como regalías o tributos más altos. 
Sin duda, en varios países, como las 
economías andinas, el extractivismo 
sigue brindando un aporte crucial a 
los tesoros nacionales. A su vez, todos 
estos gobiernos defienden estas prác-
ticas, y el propio extractivismo, soste-
niendo que permiten recaudar fon-
dos que son utilizados en programas 
de lucha contra la pobreza. Estos van 
desde las conocidas transferencias 

competitividad, la eficiencia, la maxi-
mización de la renta y la externaliza-
ción de los impactos sociales y 
ambientales. El empresariado trans-
nacional no desaparece, sino que 
reaparece bajo otros modos de aso-
ciación, tales como la migración a 
contratos por servicios en el sector 
petrolero o joint-ventures para la 
comercialización (tal como sucede, 
por ejemplo, en Bolivia). 

Se mantiene así una inserción inter-
nacional subordinada a la globaliza-
ción, en la que los países siguen 
siendo tomadores de precios, no 
coordinan entre sí la comercializa-
ción de sus productos y defienden la 
liberalización del comercio global. 
Esto explica el apoyo de varios 
gobiernos progresistas a las institu-
ciones de gobernanza global (como la 
Organización Mundial de Comercio, 
OMC), así como el estancamiento de 
la integración regional dentro de 
América del Sur. Entretanto, el con-
texto global de altos precios de varios 
commodities y su demanda sosteni-
da, junto con otros factores indicados 
antes, refuerzan los incentivos para 
promover el extractivismo. 

Este estilo tiene fuertes efectos 
territoriales. Por unas vías, se man-
tiene o acentúa la fragmentación 
territorial que implica la existencia 
de sitios de explotación directamente 
vinculados a la globalización, mien-
tras extensas zonas permanecen des-
atendidas por el Estado. Por otras 
vías, se impone una nueva geografía 
basada en bloques de concesión 



12

La impronta es tan fuerte que por 
momentos se instala un talante 
«extractivista» que se expande a 
otros sectores y tiñe los modos de 
concebir y organizar las economías. 
En efecto, prevalecen encadenamien-
tos productivos muy cortos (inclu-
yendo la fase de extracción y elabora-
ción primaria de las materias primas, 
allí donde sea necesario), estructura-
dos en especial como redes logísticas 
transnacionalizadas y flexibles. Su 
atención no se enfoca necesariamente 
en la propiedad de los recursos, sino 
en asegurarse la capacidad de con-
trolar la extracción y comercializa-
ción; son mediadores en la apropia-
ción de la naturaleza, y esos recursos 
pueden estar en control estatal, pri-
vado o mixto. Además, distintas 
empresas están comenzando a acep-
tar que deberán ceder parte de su 
renta para poder asegurarse acceso a 
los recursos y estabilidad en sus 
inversiones, y obtener protección 
estatal frente a los conflictos socio-
ambientales.

Este talante extractivista no implica 
que se trate de un discurso conserva-
dor, sino que apunta al cambio y el 
futuro; no reniega del Estado, sino 
que lo necesita. A su vez se ajusta a la 
actual fase de la globalización, ape-
lando a la flexibilización y la logística 
del transporte y la comercialización. 
Pero está desinteresado por otros 
aspectos, como puede ser una diversi-
ficación de las economías nacionales 
y su base en manufacturas o servicios, 
o bien considera que eso solo puede 
encararse en un futuro. Cuestiones 

monetarias –condicionadas a ciertas 
prestaciones– hasta las «misiones» 
venezolanas. No siempre hay un vín-
culo presupuestario directo; este está 
presente en Bolivia, por ejemplo, con 
el impuesto directo a los hidrocarbu-
ros (IDH). Pero más allá de los recur-
sos financieros verdaderamente cap-
tados a partir de las actividades 
extractivas, el hecho sustancial es que 
todos los gobiernos progresistas 
defienden ese estilo, y uno de sus 
argumentos predilectos consiste en 
ligarlo a los planes contra la pobreza 
u otros tipos de programas en el 
campo de la justicia social. De esta 
manera ganan una legitimación social 
y política sustantiva. 

Sin duda, esto también implica un 
viraje sustancial, ya que en el pasado 
la izquierda sudamericana criticaba 
duramente las economías de enclave 
extractivistas. Ahora las defiende 
como un componente indispensable 
para el desarrollo y el combate contra 
la pobreza. Es más, afirma que el 
Estado progresista será más eficiente 
e intensivo en ese aprovechamiento, 
y se acopla un discurso moderniza-
dor que alaba el éxito empresarial y 
comercial y el uso de innovaciones 
científico-técnicas y anuncia benefi-
cios para toda la sociedad, especial-
mente los relacionados con el acceso 
al consumo material. De esta manera, 
se reconstruyen con otros componen-
tes y distintas articulaciones las ideas 
tradicionales del desarrollismo sud-
americano basado en el progreso y 
en la apropiación intensa de la natu-
raleza.
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mercantiles. En efecto, todos los 
gobiernos progresistas proclaman 
que su objetivo en el área económica 
es lograr crecimiento, lo que sería 
indispensable para generar empleo, 
captar renta para poder financiarse, 
etc. Por lo tanto, este Estado liberali-
za y protege dinámicas propias del 
capitalismo contemporáneo, y se abs-
tiene de intervenir cuando se ponen 
en riesgo esos procesos de acumula-
ción. La promoción se hace con dife-
rentes grados de apoyo y participa-
ción, que van desde cobertura jurídi-
ca hasta subsidios de diverso tipo; el 
aliento y protección al ingreso de 
inversiones, y hasta en algunos casos 
directamente el desarrollo de la acti-
vidad por medio de empresas nacio-
nales. 

Posiblemente el Brasil de Lula y 
Rousseff sea el mejor ejemplo de esta 
nueva configuración, en la que el 
Estado ha asistido con enormes volú-
menes de dinero a empresas exporta-
doras y ha contribuido a la transna-
cionalización de un pequeño grupo 
de grandes corporaciones (tales como 
JBS-FriBoi en ganadería y carnes, 
Odebrecht en construcción, Vale en 
minería, etc.). Por ejemplo, el Plan 
Agrícola 2011-2012 lanzado por 
Rousseff contempla asistencias finan-
cieras por unos US$ 67.000 millones. 
En otros países, las capacidades de 
asistencia directa son mucho meno-
res y los sectores involucrados son 
distintos, pero la vocación es esen-
cialmente la misma. Se debe advertir 
que, por estas y otras vías, el Estado 
progresista es funcional a este capita-

como una transición del limitado for-
dismo sudamericano a un posfordis-
mo no son relevantes, ya que es un 
estilo que no se organiza desde el 
empleo sino desde el acceso a los 
recursos naturales. Por estas razones, 
su dimensión en la ecología política 
se vuelve clave. El neoextractivismo 
es una postura defendida no solo por 
el progresismo, sino también por 
amplios sectores de la sociedad. Es 
más, puede afirmarse que es la expre-
sión adoptada en el siglo XXI por la 
vieja cultura sudamericana de conce-
birse como región dueña de enormes 
riquezas ecológicas que deben ser 
intensamente aprovechadas.

Contradicciones, equilibrios y 
Estado compensador

El Estado sudamericano se ajusta al 
estilo de desarrollo de talante extrac-
tivista y a la vez lo reproduce. El 
éxito actual de los gobiernos, y en 
particular sus posturas optimistas 
frente a la crisis, solo son posibles en 
la medida que se mantenga el flujo 
de exportaciones de materias primas, 
sus altos precios y la atracción de 
inversiones. A su vez, hay una parti-
cular ecología política de concebir los 
recursos de la naturaleza y el desa-
rrollo, que determina la marcha del 
Estado.

Por un lado, el Estado contemporá-
neo libera y apoya dinámicas propias 
de una economía capitalista, permi-
tiendo una intensa apropiación de la 
naturaleza; pero por otro lado, inten-
ta regular e intervenir esos ámbitos 
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Argentina, Chile o Uruguay, que se 
acercan a esas condiciones, de todas 
maneras muestran diferencias sus-
tanciales. El neoextractivismo tam-
poco se estructura como una media-
ción para generar un Estado de 
Bienestar socialdemócrata à la sud-
americana. 

Si bien esas aproximaciones corres-
ponden a diferentes contextos o a 
momentos históricos pasados, reco-
nociendo esos aportes (así como 
otros, en especial el de Bob Jessop13), 
es posible examinar algunas tensio-
nes presentes en el Estado progresis-
ta actual y, en particular, aquellas 
relevantes para una ecología política 
del extractivismo. 

En primer lugar, se pueden men-
cionar las regulaciones que brindan 
instrumentos supuestamente objeti-
vos, e independientes, por los cuales 
se otorgan o rechazan concesiones al 
capital. Es un intento de ofrecer 
medidas despolitizadas que logren 
evitar conflictos en la arena política. 
Se pueden mencionar como ejemplos 
los sistemas que otorgan beneficios 
fiscales a las inversiones o las exigen-
cias en las evaluaciones de impacto 
ambiental. Sin embargo, ese tipo de 
instrumentos tiene limitada efectivi-
dad en Sudamérica por insuficiencias 
en formas y fiscalización, y por la 
debilidad del entramado jurídico. 

En segundo lugar, cuando el Estado 
no puede imponer regulaciones 
supuestamente neutras y objetivas, 
entonces concede en un sentido o en 

lismo que descansa en la apropiación 
de recursos naturales para volcarlos 
a la globalización. 

Pero, por otro lado, ese Estado tam-
bién debe intervenir en el mercado y 
en los procesos de acumulación, por 
medio de instrumentos tanto econó-
micos como no económicos, de mane-
ra de captar parte de la renta, impe-
dir los efectos más negativos del 
capitalismo, intentar diversas accio-
nes para elevar el bienestar de la 
población y combatir la pobreza, etc. 
Apunta en ese sentido para poder 
actuar en el campo de la justicia 
social (un elemento clave para poder 
sostener sus autodefiniciones de 
izquierda), a la vez que intenta algu-
nas medidas de compensación social 
y ambiental. También hace esto por 
razones más mundanas, como repro-
ducir la adhesión ciudadana electo-
ral. Las intervenciones más enérgicas 
se observan en Venezuela, mientras 
que son menores en Ecuador y 
Bolivia, y bastante moderadas en paí-
ses como Brasil o Uruguay.

De esta manera, en un sentido el 
Estado cede ante el capital, y en otro 
sentido trata de contenerlo, con lo 
cual se generan diversas tensiones. Si 
bien algunas de estas contradicciones 
recuerdan las alertas ya clásicas seña-
ladas por Claus Offe12, su análisis 
enfocado en los países industrializa-
dos no puede trasplantarse a la reali-
dad sudamericana actual. En varios 
países regidos por gobiernos progre-
sistas no existe un Estado de Bienestar 
análogo al europeo, y naciones como 
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lugar de contemplar las demandas 
de los movimientos ambientalistas. 

En tercer lugar, el Estado puede 
simplemente ignorar o enquistar las 
demandas y los conflictos, o incluso 
rechazarlos. Esto es común frente al 
extractivismo, ya que muchos recla-
mos parten de grupos ciudadanos 
numéricamente pequeños, como 
comunidades campesinas o indíge-
nas, que no generan presión política 
suficiente ni significan un riesgo elec-
toral, y además reciben poca atención 
en los centros urbanos por estar loca-
lizados en sitios remotos. Ejemplos 
de esta situación son las posturas de 
minimizar los impactos ambientales 
de las grandes represas amazónicas 
sostenidas por Lula, o la condescen-
dencia irónica de Mújica con los eco-
logistas.

otro, de acuerdo con las presiones 
sociales o con su interés en apaciguar 
las demandas, lograr apoyos o cum-
plir metas económicas. Como esto 
sucede en el contexto de democracias 
delegativas, en muchos casos termi-
na siendo asunto de los presidentes. 
Por ejemplo, el gobierno de Morales 
intenta por todos lo medios no ceder 
a los reclamos de grupos indígenas 
del Oriente boliviano, pero acepta 
con mayor rapidez las demandas de 
la Federación de Juntas Vecinales 
(FEJUVE) de El Alto, una organiza-
ción mucho más poderosa y numero-
sa, es decir, con mayor capacidad de 
presión. La administración de 
Cristina Férnandez de Kirchner, por 
su parte, decidió vetar una original 
ley de protección de glaciares –que 
luego fue ratificada por el Congreso–, 
inclinándose por la minería de oro en 
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papel que desempeñan en la defensa 
del nuevo extractivismo. De allí par-
ten las advertencias gubernamenta-
les que tipifican los reclamos sociales 
y ambientales como trabas a la inver-
sión, el crecimiento económico o el 
desarrollo. Pero, a su vez, esas res-
puestas no solucionan la reproduc-
ción de los conflictos socioambienta-
les: éstos siguen su marcha y en 
varios casos se recrudecen.

De ese modo, el Estado progresista 
busca lograr delicados equilibrios 
entre sus concesiones al capital y la 
necesidad de regularlo, entre alentar 
el extractivismo y amortiguar sus 
impactos sociales, y así sucesivamen-
te. Buena parte de los instrumentos 
que le permiten manejar esas tensio-
nes tienen una limitada efectividad. 
Los controles y la fiscalización siguen 
siendo débiles, pero las compensa-
ciones económicas se vuelven más 
visibles y exitosas, y a partir de eso se 
cosecha legitimidad social y política. 
No obstante, las compensaciones no 
resuelven problemas de fondo, como 
generación del empleo o diversifica-
ción productiva, y entonces el Estado 
siempre está enfrentando nuevas 
tensiones que obligan a renovar el 
equilibrio. Un horizonte multidimen-
sional del bienestar queda drástica-
mente reducido (sea en una versión 
clásica de inspiración europea o 
incluso en las ideas sudamericanas 
actuales del «buen vivir»). Por lo 
tanto, por ahora no prevalece un 
camino hacia un Estado de Bienestar. 

En cuarto lugar, se encuentra la 
distribución de recursos fiscales. La 
medida más popular que aplican los 
gobiernos progresistas son las llama-
das «transferencias condicionadas», 
pagos de dinero focalizados en los 
grupos más empobrecidos o de ries-
go (posiblemente el más conocido es 
la Bolsa Familia que reciben más de 
cinco millones de familias en Brasil). 
Es por lo tanto una compensación 
económica, con fines redistributivos. 
Estos programas han contribuido a 
los recientes éxitos en reducir la 
pobreza y la marginación en casi 
todos los países del bloque progresis-
ta. Son instrumentos simples y direc-
tos que pueden alcanzar una enorme 
cobertura (por ejemplo, según datos 
de la CEPAL, reciben ayudas de este 
tipo 37,1% de la población ecuatoria-
na, 26% de la brasileña y 18,6% de la 
boliviana). Pero, además, estas políti-
cas refuerzan la figura presidencial y 
logran claros réditos electorales. 

Estos programas (como los bonos 
en Bolivia) pueden financiarse en 
buena medida gracias a los altos pre-
cios de los commodities exportados. 
Y ello genera a su turno un fuerte 
incentivo para promover nuevos 
proyectos extractivistas. Surge así un 
círculo vicioso: los planes contra la 
pobreza requieren de nuevos proyec-
tos extractivistas, y éstos a su vez 
generan nuevos impactos sociales y 
ambientales, que requerirán de futu-
ras compensaciones.

Es importante insistir en el valor 
simbólico de estos programas y en el 
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Este «Estado compensador» tam-
bién es diferente de la condición 
manejada en Europa (antes de la cri-
sis global) sobre una posible transi-
ción al posfordismo, o de un Estado 
enfocado en el trabajo de tipo schum-
peteriano (el Schumpeterian workfa-
re state de Jessop15). En cambio, en 
América del Sur persisten estructu-
ras económicas muy heterogéneas, 
que van desde el campesinado hasta 
algunos conglomerados industriales. 
Si bien el estilo extractivista busca un 
salto «modernizador» hacia la globa-
lización, de todos modos sigue atado 
a las materias primas y alejado de la 
industrialización. Fernando Coronil 
apunta en la dirección correcta al 
señalar que allí donde los ingresos 
dependen de la mercantilización de 
la naturaleza, la captura de la renta 
condiciona la organización de las 
actividades económicas y del 
Estado16.

Estas ideas de un bienestar anclado 
en la compensación económica gozan 
de buena salud y legitiman el estilo 
extractivista. Los apoyos tienen múl-
tiples orígenes: unos provienen de 
los que defienden el llamado a la jus-
ticia social propio de la izquierda; 
otros son sectores conservadores y 
grupos empresariales que apuestan 
al crecimiento económico y las expor-
taciones. Una importante legitimidad 
adicional se obtiene desde algunos 
movimientos sociales, como sindica-
tos de los sectores minero o petrolero 
(como sucede en Argentina, Brasil, 
Bolivia y Venezuela). En Brasil se 
registra una mayor adhesión, ya que 

En cambio, se conforma lo que 
podría llamarse un «Estado compen-
sador», cuyo elemento clave son los 
equilibrios, para los que se utilizan 
varios instrumentos, entre los que se 
destacan las compensaciones econó-
micas. Son equilibrios dinámicos, 
también inestables e incluso riesgo-
sos, ya que buena parte de los ingre-
sos dependen de flujos de exporta-
ción de materias primas cuyo precio 
o demanda esos gobiernos no contro-
lan. En algunos casos el equilibrio se 
rompe, y el Estado debe recomponer 
las relaciones bajo nuevas condicio-
nes o incluso debe apelar a una rele-
gitimación por medios plebiscitarios 
(como ha hecho Rafael Correa en 
Ecuador).

Si bien en esta dinámica la capta-
ción de la renta extractivista es 
importante, el «Estado compensa-
dor» se diferencia en varios aspectos 
del Estado rentista clásico. Éste últi-
mo ha sido descripto para regímenes 
autoritarios o totalitarios, con fuerte 
sesgo patrimonial, bajo un extracti-
vismo transnacionalizado y elites 
locales que capturan parte de esa 
renta en ausencia de esquemas sus-
tantivos de redistribución14. Buena 
parte de estas características no se 
aplican a los gobiernos progresistas 
en tanto son democracias, despliegan 
mecanismos de redistribución, inten-
tan fortalecer el Estado, etc., aunque 
es cierto que, sobre todo en el caso 
venezolano, pueden existir algunos 
atributos rentistas. 
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o amortiguados. La pretensión de 
una compensación posible se hace 
funcional a ese capitalismo, y las 
opciones de transformaciones sustan-
ciales quedan acotadas o bien se ensa-
yan en terrenos que no ponen en 
riesgo ni los procesos de acumulación 
ni la inserción global. Existen diferen-
tes posturas en ese marco, ya que 
mientras el gobierno de Chávez exhi-
be una retórica anticapitalista y explo-
ra alternativas en la producción y la 
integración regional, sigue depen-
diente de un estilo primarizado y 
globalizado. En cambio, los gobiernos 
de Lula o Mujica han dejado muy en 
claro que su campo de acción está 
dentro del capitalismo y que solo se 
puede discutir cómo se redistribuyen 
los excedentes que capta el Estado. 
Por ejemplo, Mujica sostiene repeti-
damente, con toda sinceridad, que no 
se puede discutir si captar o no la 
inversión extranjera, sino que lo único 
debatible es cómo utilizar las ganan-
cias que ésta puede dejarle al país. 

Por lo tanto, la imagen que se 
defiende es la de un capitalismo 
benévolo. Se reconocen sus imperfec-
ciones y se sostiene que el Estado las 
podrá reducir, amortiguar o compen-
sar. Pero, tal como se indicó más 
arriba, esto reduce el campo de la 
justicia y las opciones de crear un 
Estado de Bienestar universalista. La 
compensación progresista por 
momentos se asemeja más a la cari-
dad y la beneficencia que a una ver-
dadera política social. Atiende más el 
pago de bonos, pero no logra resol-
ver problemas en otras áreas, como la 

hay centrales sindicales que invierten 
sus fondos de pensión en grandes 
empresas extractivistas.

Paralelamente, existen amplios sec-
tores sociales que se contentan con 
un Estado compensatorio y que dejan 
de reclamar o presionar por avances 
en otros frentes, como la educación o 
la salud. Esto es comprensible, ya 
que muchos grupos sufrieron duras 
crisis sociales y económicas durante 
los años neoliberales, y actualmente 
disfrutan de mejoras reales. Pero 
tampoco puede descartarse que allí 
se expresen, en parte, residuos del 
cambio cultural generado en la 
impronta neoliberal, que fortaleció el 
privatismo y el individualismo eco-
nómico. No es un hecho menor que 
los esquemas de bonos como pagos 
de dinero sean también funcionales a 
esa racionalidad economicista.

Finalmente, tal como ya se comen-
tó, existe en América del Sur una 
antigua herencia cultural basada en 
la explotación de la naturaleza, que 
entiende el territorio como repleto de 
riquezas. Allí está anclado el mito de 
un «Estado mágico» que tan sólo 
debe extraer esas riquezas para soste-
ner el crecimiento económico17.

Capitalismo benévolo y opciones de 
desarrollo

El extractivismo y el Estado com-
pensatorio necesariamente implican 
que el progresismo acepta el capita-
lismo y que considera que sus impac-
tos negativos pueden ser rectificados 
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Sorpresivamente esto también se 
encuentra en la CEPAL, que ha aban-
donado sus viejos reclamos de diver-
sificación productiva y ahora sostiene 
que los gobiernos deben aprovechar 
la bonanza de las materias primas.

Este sesgo hacia las reformas com-
pensatorias hace que la izquierda 
deba enfrentar el costo de perder 
confianza intelectual, claridad ideo-
lógica o sus identidades definidas, 
para decirlo en palabras de Panizza19. 
Las nuevas opciones aparecen, por lo 
tanto, más allá del campo convencio-
nal del desarrollo. Un buen ejemplo 
son las actuales discusiones en los 
países andinos sobre el «buen vivir» 
como alternativa a la idea misma de 
desarrollo, que se colocan en una 
frontera tanto poscapitalista como 
postsocialista. 

Las posibilidades y los límites del 
Estado compensatorio

No cabe duda de que los gobiernos 
progresistas sudamericanos han 
generado cambios sustanciales. 
Detuvieron la ola neoliberal, recupe-
raron el Estado y se han mantenido 
en un marco democrático. Han per-
mitido recobrar protagonismo políti-
co a sectores marginados, mejoraron 
las condiciones de vida de millones 
de personas y buscan encauzar una 
integración regional.

Pero también es cierto que el enor-
me protagonismo que han ido toman-
do el extractivismo y las medidas de 
compensación monetaria están 

educativa o sanitaria. Incluso se acer-
ca, en algunos países, a una econo-
mía social-cristiana defensora de la 
asistencia social a los desamparados.

También existen efectos en las pro-
puestas sobre el desarrollo. Los lla-
mados a una estrategia «nacional y 
popular» –para usar la terminología 
empleada actualmente en Argentina– 
repiten la apelación al protagonismo 
estatal y a una mayor captación de 
excedentes, pero no cuestionan, por 
ejemplo, la racionalidad del extracti-
vismo. Esto desemboca en que se 
reclama nacionalizar el petróleo, 
pero no se aborda la liberalización 
del sector minero y su transnaciona-
lización. Las rupturas o asociaciones 
con grupos empresariales no depen-
den tanto de los sectores involucra-
dos o del estilo de desarrollo que 
expresan, sino de condiciones vincu-
ladas al ejercicio del poder político 
partidario o a las potenciales captu-
ras de renta. En Brasil, las propuestas 
del «nuevo desarrollismo» son 
mucho más detalladas18. Se postula 
un regreso del Estado en varios fren-
tes, pero con toda claridad se indica 
que es una estrategia capitalista, libe-
ral y funcional al mercado. No se 
pone en cuestión el crecimiento como 
objetivo, ni el extractivismo como 
medio.

Sin duda, el nuevo desarrollismo o 
el «nac & pop» argentino preferirían 
priorizar la industrialización. Pero el 
problema es que, dados los altos pre-
cios de los commodities, la tentación 
es tan grande que sucumben a ella. 
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tra ambientalistas, indígenas y otros 
nuevos movimientos sociales.

En segundo lugar, muchos debates 
pasan a centrarse únicamente en 
reclamos alrededor de las compensa-
ciones económicas (cuál es su valor, 
quiénes serán sus beneficiarios, quié-
nes serán los intermediarios, etc.). A 
su vez, se intenta adjudicar un valor 
económico a casi todo, y esa mercan-
tilización corre el riesgo de asemejar-
se a la mirada neoliberal. Por factores 
de este tipo, así como por los indica-
dos más arriba, un Estado compensa-
dor no asegura construir un régimen 
de bienestar de tipo socialdemócrata 
(al menos en el sentido de Gøsta 
Esping-Andersen20).

En tercer lugar, los gobiernos pro-
gresistas edifican barreras de conten-
ción para evitar imponer nuevas 
regulaciones al capital que pudieran 
limitar su crecimiento económico, y 
con ello sus capacidades de lograr 
equilibrios por compensación. Por 
ejemplo, se evitan los mecanismos de 
consulta y participación ciudadana 
independiente, en tanto los políticos 
de izquierda muchas veces sostienen 
que ya conocen lo que el «pueblo» 
desea (ya que ellos provienen de ese 
pueblo, como repiten por ejemplo 
Lula, Morales o Mujica). En otros 
casos se apela al pragmatismo, y en 
su nombre se anula la exploración de 
alternativas. Ser pragmático antes 
era uno de los males del neoliberalis-
mo, pero hoy sería una virtud. 
Finalmente, se redefine el consenso 
como «lo que la mayoría quiere», y se 

encontrando sus límites, y las capaci-
dades que tienen de legitimación 
política y apaciguamiento social son 
ahora más limitadas. En varios casos 
esto se debe a los agudos impactos 
del extractivismo: esos efectos alcan-
zan tal envergadura que ya no exis-
ten compensaciones económicas 
aceptables para las comunidades 
locales. O bien, esos impactos afectan 
dimensiones no mercantiles que las 
poblaciones locales consideran inne-
gociables. El extractivismo está cho-
cando contra límites democráticos, 
sociales, culturales y ambientales en 
varios países, lo que desencadena 
una protesta ciudadana creciente. 

En este marco, se pueden señalar 
algunas tensiones. En primer lugar, 
el énfasis otorgado a las transferen-
cias monetarias como un sinónimo 
de justicia social reduce el amplio y 
diverso campo de la justicia a una 
dimensión (justicia económica redis-
tributiva) y, dentro de ésta, a un ins-
trumento (pagos en dinero). La justi-
cia se encoge y otras dimensiones, 
tales como las que involucran aspec-
tos de la política, la representación y 
participación, o el ambiente, se mini-
mizan o son desatendidas. Por ejem-
plo, las demandas originadas en la 
justicia ambiental son ignoradas o 
rechazadas por los gobiernos progre-
sistas. Pero para los gobiernos de 
izquierda, la acusación de desaten-
der la justicia es seria y tiene repercu-
siones políticas importantes, y eso 
explica en algunos casos las virulen-
tas respuestas gubernamentales con-
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También operan factores en senti-
do contrario. Por ejemplo, algunos 
sectores sociales, a pesar de no resul-
tar directamente afectados por el 
extractivismo, están cambiando sus 
percepciones. Así como ya se indicó 
sobre la permanencia de elementos 
propios de la herencia neoliberal en 
el individualismo ciudadano o la 
legitimación obtenida desde algunas 
centrales sindicales, también existen 
amplios sectores sociales que recha-
zan esas posturas y apuestan a valo-
res de solidaridad y protección de la 
naturaleza, y a partir de eso rechazan 
el extractivismo. Estos cambios son 
análogos a aquellos que hace pocos 
años desembocaron en la elección de 
los gobiernos progresistas. Existen 
amplias reservas de movilización 
social en escenarios políticos que 
siguen evolucionando a rápidos rit-
mos y con mucha intensidad.

Finalmente, sin dudas el Estado 
progresista tiene la voluntad de des-
empeñar un papel activo y acabar 
con la pobreza. Pero también debe 
reconocer que muchas de sus medi-
das son ahora dependientes de una 
particular circunstancia global, lo 
que lo hace muy frágil ante los cam-
bios internacionales. Insistir en una 
ruta extractivista aumenta su depen-
dencia comercial e incrementa los 
riesgos. Por ello, es necesario retomar 
el debate y la reflexión sobre cuestio-
nes como las autonomías nacionales 
y continentales, otro viejo tema de la 
izquierda que no puede ser olvidado.

lo usa como justificación de las con-
cesiones otorgadas al capital. Este 
tipo de respuestas deja al progresis-
mo casi sin proyecto político de 
transformación, y por ello se corre el 
riesgo de que el giro a la izquierda se 
detenga.

En cuarto lugar, existen situaciones 
en las que el Estado no acepta deman-
das que se expresan en dimensiones 
no económicas, tales como los valo-
res culturales, religiosos o ecológicos 
de un sitio. Si las reconociera, debería 
aplicar restricciones que volverían 
inviables muchos emprendimientos 
extractivistas. Pero en varios casos 
pareciera que ni siquiera las entiende 
y por lo tanto las interpreta de la 
única manera en que sabe hacerlo: 
como una disputa por el poder. El 
ejemplo más notable ha tenido lugar 
en agosto y octubre de 2011, en 
Bolivia, con los reclamos y la marcha 
indígena en defensa de uno de sus 
territorios, que fueron rechazados 
por el gobierno de Morales por ser 
una manifestación «política». El 
gobierno no responde a los argumen-
tos sociales, económicos y ambienta-
les de los indígenas de las zonas tro-
picales, sino que los rechaza en tanto 
ponen en cuestión los planes de desa-
rrollo extractivista de la zona. Aquí la 
clave es que, entre las impugnaciones 
utilizadas, se decía que esos argu-
mentos eran «políticos» y solamente 
eso, cargando el adjetivo de un senti-
do negativo intenso. Ésta es una 
dinámica que despolitiza a la socie-
dad, y con ello el progresismo cance-
la su propia reproducción.
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LA RECONQUISTA DEL PACÍFICO: 
INVASIÓN, INVERSIÓN, IMPUNIDAD

"La reconquista del Pacífico: invasión, inversión, impunidad", de 
Gearóid Ó Loingsigh, es un documento que hemos recibido desde 
Colombia. Un ensayo que da a conocer una historia invisibilizada de 
comunidades indígenas y negras, de campesinos y hogares que han 
perdido o corren el peligro de perder sus territorios y sus recursos y, 
con ellos, el espacio social comunitario que les confiere identidad y 
pertenencia. Presenta, desde la constatación de que los modelos eco-
nómicos experimentados en el Pacífico han configurado un sistema 
caracterizado por su subordinación a economías externas, cómo los 
monocultivos, los megaproyectos miner-energéticos y la ordenación  
del territorio y de los recursos de acuerdo con los intereses del mer-
cado dan lugar a situaciones en las que los pobladores se convierten, 
como dice Gustavo Wilches, en “desplazados in situ”: no han cam-
biado sus coordenadas geográficas, pero su relación con el territorio, 
el sentido del mismo y hasta los hitos del paisaje, han sido transfor-
mados en virtud de decisiones ajenas.

Completamos este Ocote con algunas ideas relacionadas con el 
extractivismo en una zona concreta de Colombia con la que nos unen 
lazos especiales, el Chocó, entresacadas de uno de los capítulos de 
este ensayo, dedicado a la actividad minera y titulado: “La Loca-
Motora Minera”:

La política minera se impuso por 
entidades internacionales, como el 
Banco Mundial que decidió financiar 
al sector privado e impulsar cambios 
drásticos en la legislación minera de 
varios países. En 1996 publicó La 
Estrategia Minera para América Latina 
y el Caribe y exigió medidas para 
garantizar la inversión y rentabilidad 
de la explotación minera. Entre ellas: 
la seguridad de la tenencia; el acceso 

a los recursos minerales, debiendo el 
estado liberar las tierras para fines de 
prospección y explotación; una tribu-
tación basada en el ingreso, con rega-
lías mínimas,... Aunque Colombia no 
entró en un programa del Banco 
Mundial, cumplió con cada una de 
las exigencias y más. En el Chocó, y 
en todo el pacífico, la minería ha sido 
una actividad histórica y la historia 
minera lo es de sumisión del Estado 
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colombiano ante los intereses extran-
jeros. El Chocó ha sido el segundo 
productor de oro y durante las pri-
meras décadas del siglo XX, el princi-
pal productor de platino. Sin embar-
go, “Chocó en particular, es pobre no 
a pesar de la minería sino es pobre 
por la minería. Su economía está 
basada en el extractivismo que no 
sólo no produce valor agregado o 
una economía diversificada y estable 
sino por sus impactos ambientales y 
culturales daña la posibilidad de 
desarrollar actividades más tradicio-
nales y menos dañinas al medio 
ambiente”.

Si bien existía minería artesanal, las 
nuevas formas de minería no forman 
parte de la cultura de las comunida-
des, rompen  con tradiciones y for-
mas de vida en la zona. Sin embargo, 
mucha gente en las mismas comuni-
dades han asumido esa cultura ajena, 
y la pequeña y mediana minería son 
una amenaza a la cultura de la región.

“Lo primero que hacen los mineros 
es ocupar terreno de las comunida-
des para construir su campamento. 
Luego ocupan aún más tierra para la 
mina que se establece a las orillas del 
río. Todo eso lo hacen de la forma 
más ilegal, no tramitan ninguna 
licencia minera, y mucho menos una 
licencia ambiental, no declaran nada, 
la minería pequeña y mediana es 
100% ilegal en toda la costa pacífica. 
Incumplen los trámites del Estado y 
las obligaciones para con el Estado. A 
la hora de pagar regalías optan por 
no hacerlo, pero son conscientes que 

la comunidad espera alguna regalía”.
(...) “Una vez terminada la explota-
ción del río o cuenca, botan esa 
maquinaría. Eso nos indica que las 
ganancias para ellos son enormes. 
Eso es a costo de la comunidad, pues 
las mujeres que se dedican al maza-
morreo hoy en día extraen menos del 
río por culpa de las retros. Pues el oro 
es un recurso finito, y si los invasores 
llevan tanto oro para cubrir una 
inversión de 800 millones de pesos, 
más lo que pagan en sueldos, es 
obvio que queda menos para los que 
dedican a la minería artesanal.”(...) 
“... los representantes políticos han 
hecho caso omiso de la legislación 
minera y en vez de reportar la mine-
ría ilegal como están obligados a 
hacer, optaron por reunirse con los 
mineros y darles el visto bueno y 
entrar en acuerdos ilegales con estas 
empresas.”

“Los mineros como viejos gamona-
les reparten plata entre la comunidad 
pero siempre a su antojo y no según 
la necesidad de la comunidad. Varias 
personas confirmaron que las empre-
sas prometieron repartir 4% del valor 
del oro sacado y repartirla entre la 
gente e inclusive dar alguna parte al 
mismo Consejo Comunitario. La pri-
mera plata que dieron, reunieron a la 
comunidad y la repartieron equitativa-
mente y a cada quien le tocaba sus 50 o 
100 mil pesos y sacaron un millón de 
pesos para mejorar el restaurante. En 
otro Consejo Comunitario reunieron 
a la comunidad y les prometió cinco 
millones mensuales por planchón. 
Esta forma de repartir el dinero satis-
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face en el momento alguna necesidad 
de la gente, zapatos, alguna comida, 
ropa etc. Pero no genera bienestar en 
la comunidad. Sin embargo, es el 
modo preferido de los gamonales 
mineros, pues de esta forma se crea 
una dependencia, donde la comuni-
dad no avance pero se les agradece 
cualquier migaja. Además genera 
corrupción y tensiones en la comuni-
dad el cual es beneficioso para la 
empresa, pues prefieren que la gente 
pelee entre sí por las migajas y no 
contra la presencia de la mina.” (…)

“El dinero que recibe la gente de 
las empresas (cuando lo reciben) es 
un ingreso, el dinero que reparten 
entre los funcionarios o las donacio-
nes que hacen a la Alcaldía son bien 
vistos por la gente, pero los Concejales 
no sólo tienen obligaciones legales 

frente a la minería ilegal 
tienen el deber de velar 
por el bien de su comu-
nidad a largo plazo. Por 
ejemplo, el proceso 
minero deja montones 
de rocas a lo largo y 
ancho del río (…) En 
vez de arreglar caminos, 
escuelas, dotar el hospi-
tal etc. se verá obligado 
a gastar el dinero en 
remover las rocas, sin 
contar el dinero que ten-
drán que gastar reme-
diando otros daños 
ambientales.

Además de las viola-
ciones de las leyes en 
cuanto a minería y los 

derechos colectivos de las comunida-
des negras, ellos llegan a punto de 
plomo, amenazando a las comunida-
des y donde llegan sin necesidad de 
mostrar las armas, no dudan en mos-
trarlas si luego la comunidad se 
opone a su presencia y actividad.”

“Según el Instituto de 
Investigaciones Ambientales del 
Pacífico (IIAP)... Es de llamar la aten-
ción, que ante la presencia en el territorio 
de mineros foráneos, ilegales, se  está 
desplazando y deprimiendo significativa-
mente la minería artesanal, con un 
impacto fuerte en la economía local, ya 
que al contrario de la incidencia econó-
mica de la minería artesanal, los exceden-
tes de la producción de los entables meca-
nizados no generan ninguna reinversión 
en la región, se presenta un fuerte flujo 
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de recursos hacia los Departamentos de 
Antioquia, Córdoba, Tolima, y otros; 
además la generación de empleo para la 
mano de obra local, es casi nula, pues los 
entables mantienen personal traído de 
otras regiones del País.  El IIAP además 
señala que la minería artesanal está 
bajo amenaza no sólo por las máqui-
nas pesadas que traen los foráneos de 
la zona sino por la pérdida de algu-
nas costumbres.”

Uno de los casos más sonados de la 
invasión de las grandes empresas 
mineras “es el de la empresa cana-
diense Muriel Mining Corporation 
(MMC). La empresa MMC llegó a los 
territorios de los Emberá en límites 
entre el Chocó y Antioquia, no sólo 
sin previa consulta, sino sin siquiera 
un aviso a la comunidad. Pues, la 
empresa no quiso hacer ninguna con-
sulta, ellos habían recibido el permi-
so del Estado y las ganancias que 
podían extraer no iban a discutir con 
nadie más que las accionistas en 
Canadá.” (…) 

“A pesar de la ilegalidad de las 
acciones de la empresa, el Estado no 
dudó ni por un instante en mandar 
tropas para proteger las inversiones 
de los canadienses. La empresa usó 
todo tipo de artimañas para evitar 
hacer una consulta previa. Dijeron 
que ya habían hecho la consulta y 
que la gente ya había dado su visto 
bueno al proyecto. En otros momen-
tos intentaron dividir la comunidad, 
las organizaciones y fomentar rece-
los” (…) ”En la cultura de los Emberá 
el cerro donde quieren abrir una 

mina a cielo abierto es sagrado para 
ellos. Forma parte de su cosmovi-
sión”. (…)

“Además del daño cultural hay que 
tener en cuenta el enorme daño 
ambiental que generaría un proyecto 
de esta naturaleza. La comunidad 
resistió a la empresa peleando en los 
tribunales la falta de consulta previa 
por parte de las empresas. ...la falta de 
un proceso de consulta por Muriel 
Mining Corporation llevó las comunida-
des indígenas y afrodescendientes del 
Jiguamiandó, en febrero de 2009, a tomar 
parte en una consulta auto-organizada 
(Consulta Interétnica de los Pueblos). La 
consulta incluyó el 77 por ciento de las 
comunidades directamente afectadas por 
la mina (1.183 personas), y el 100 por 
ciento de los que rechazaron la explora-
ción y explotación por parte de MMC en 
sus territorios ancestrales.

Los indígenas y comunidades 
negros finalmente ganaron en los 
tribunales y el Corte Constitucional 
ordenó suspender las operaciones 
mineros en la zona. Sin embargo, 
aunque representa una victoria y 
sentó elementos nuevos de jurispru-
dencia en cuanto a la consulta previa, 
como la obligación de hacer la con-
sulta antes de iniciar la exploración, 
es una victoria parcial. Dadas las 
enormes ganancias que una empresa 
como MMC puede realizar en una 
mina, es de esperar que tanto las 
empresas como el Estado no se den 
por vencidos.”
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rrollo sostenible e integral de la 
región.

5. Promovemos una visión de 
desarrollo integral e inclusivo, que 
garantice el desarrollo sostenible y 
productivo, en armonía con la 
naturaleza, en aquellos ámbitos en 
los que podemos construir siner-
gias, particularmente en áreas 
como la energía, infraestructura, el 
comercio intrarregional, la produc-
ción de alimentos, las industrias 
intermedias, las inversiones y el 
financiamiento, con el propósito de 
alcanzar el mayor desarrollo social 
para nuestros pueblos.

6. Asumimos nuestro compromi-
so con el desarrollo regional inte-
grado, no excluyente y equitativo, 
tomando en cuenta la importancia 
de asegurar un tratamiento favora-
ble a las economías pequeñas y 
vulnerables, a los países en desarro-
llo sin litoral y Estados insulares.

10. Reafirmamos que para la erra-
dicación de la pobreza y el hambre 
es necesario impulsar políticas eco-
nómicas que favorezcan la produc-
tividad y el desarrollo sostenible de 
nuestras naciones, trabajar para 
fortalecer el orden económico mun-
dial en beneficio de nuestros paí-
ses, fomentar la complementarie-

CELAC: ULTIMOS ACUERDOS

Los días 28 y 29 de enero de 2014, 
la Comunidad de Estados 
Latinoamericanos y Caribeños 
(CELAC) tuvo su II Cumbre, que 
aprobó la Declaración de La Habana, 
en la que se han puesto de manifiesto 
el sentir y pensar, en la voz de los 
gobiernos de 33 naciones representa-
das, de los pueblos latinoamericanos 
y caribeños.

De los 83 puntos que contiene la 
Declaración, los cuales versan de 
numerosos temas de importancia 
planetaria a la vez que de interés 
para la región, el Ocote Encendido 
quiere ahora resaltar algunos por lo 
que tienen de relación con el docu-
mento presentado en este número:

4. Subrayamos nuestro propósito 
de continuar avanzando unidos en 
la concertación y la integración lati-
noamericana y caribeña, y la conso-
lidación de nuestra Comunidad, 
conforme los ideales y sueños de 
nuestros libertadores y próceres. 
Ratificamos nuestra decisión de 
establecer acciones que nos permi-
tan prevenir, y en su caso, afrontar 
coordinadamente, los efectos de la 
actual crisis internacional de múlti-
ples interrelaciones, que sigue 
impactando negativamente en los 
esfuerzos de nuestros países para 
fomentar el crecimiento y el desa-
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decisivos para la erradicación del 
hambre, la pobreza, y la exclusión 
social.

16. Reconocemos que los pueblos 
indígenas y comunidades locales 
desempeñan un papel importante 
en el desarrollo económico, social y 
ambiental, así como la importancia 
de las prácticas agrícolas tradicio-
nales sostenibles, asociadas a la 
biodiversidad y el aprovechamien-
to de sus recursos, su derecho de 
acceso al agua adecuada para el 
riego, de conformidad con la legis-
lación de cada país, y los sistemas 
comunales de tenencia de la tierra, 
y los tradicionales de suministro de 
semillas, y el acceso al financia-
miento y los mercados.

19. Reconocemos las iniciativas 
nacionales, subregionales y regio-
nales dirigidas a garantizar el 
derecho humano a la alimentación 
y promover la seguridad alimenta-
ria y nutricional, reducir los nive-
les de pobreza e impulsar la inclu-
sión plena, y saludamos los pro-
gresos logrados en esos empeños, 
a la par que subrayamos que para 
garantizar éxitos ulteriores deben 
privilegiarse la complementarie-
dad y la solidaridad entre nuestras 
naciones.

28. Ratificamos la importancia 
crucial del proceso interguberna-
mental de formulación de la 
Agenda de Desarrollo Post 2015, 
que deberá ser abierto, transparen-
te e inclusivo. Subrayamos que la 

dad, la solidaridad y la coopera-
ción, y exigir el cumplimiento de 
los compromisos de ayuda al desa-
rrollo, por parte de los países desa-
rrollados.

11. Ratificamos nuestra voluntad 
de promover el crecimiento, el pro-
greso, la inclusión social y el desa-
rrollo sostenible de nuestros 
Estados, formulando y desarrollan-
do planes, políticas y programas 
nacionales con metas cuantificables 
y calendarios, dirigidos a la univer-
salización del disfrute y ejercicio de 
los derechos económicos, sociales y 
culturales, con atención prioritaria 
a las personas en condición de 
pobreza extrema y sectores en 
situación de vulnerabilidad como 
las poblaciones indígenas, afrodes-
cendientes, mujeres, niños, perso-
nas con discapacidad, adultos 
mayores, jóvenes y migrantes.

14. Otorgamos la más alta priori-
dad a fortalecer la seguridad ali-
mentaria y nutricional, la alfabeti-
zación y post-alfabetización, la 
educación general pública gratuita, 
la educación técnica, profesional y 
superior de calidad y pertinencia 
social, la tenencia de la tierra, el 
desarrollo de la agricultura, inclu-
yendo la familiar y campesina y del 
trabajo decente y duradero, del 
apoyo a los pequeños productores 
agrícolas, el seguro al desempleo, 
la salud pública universal, el dere-
cho a la vivienda adecuada para 
todos y todas, y el desarrollo pro-
ductivo e industrial como factores 
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llo social participativo y la protec-
ción del medio ambiente.

43. Subrayamos la importancia 
de que nuestros países fortalezcan 
su preparación en materia de aten-
ción a controversias internaciona-
les, y consideramos que se debe 
evaluar la posibilidad de que nues-
tra región se dote de mecanismos 
apropiados para la solución de con-
troversias con inversionistas 
extranjeros. Manifestamos nuestra 
solidaridad con los países de la 
América Latina y el Caribe que 
están siendo afectados por recla-
maciones que ponen en riesgo el 
desarrollo de sus pueblos, y solici-
tamos a las empresas y grupos 
trasnacionales que mantengan una 
conducta responsable y consistente 
con las políticas públicas adopta-
das por los Estados receptores de la 
inversión.

46. Expresamos nuestra convic-
ción acerca de la importancia que 
han adquirido los flujos de inver-
sión extranjera directa en nuestra 
región y la necesidad que los mis-
mos contribuyan efectivamente a 
los procesos de desarrollo de nues-
tros países, y redunden en un 
aumento de los niveles de bienestar 
de nuestras sociedades, sin imposi-
ción de condicionalidades, con res-
peto de su soberanía y en concor-
dancia con sus planes y programas 
nacionales de desarrollo.

47. Consideramos necesario con-
tar con una herramienta de planifi-

nueva agenda de desarrollo deberá 
formularse sobre la base del respe-
to irrestricto de los principios con-
sagrados en la Carta de las Naciones 
Unidas, y a la luz de los principios 
consagrados en el Documento Final 
de Rio+20, “El Futuro que 
Queremos”; así como los diferentes 
enfoques, visiones, modelos e ins-
trumentos que los países han deter-
minado para alcanzar el desarrollo 
sostenible, en función de sus cir-
cunstancias y prioridades naciona-
les. Debiendo cuidar que el proceso 
sea universal y lo suficientemente 
flexible para responder a las priori-
dades, condiciones y necesidades 
de los países en desarrollo y toman-
do en cuenta las necesidades espe-
ciales de los diferentes países, 
incluyendo los países menos desa-
rrollados, los países sin litoral, los 
pequeños Estados insulares en 
desarrollo y los llamados países de 
renta media.

30. La nueva Agenda debe partir 
de la experiencia en la consecución 
de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio, para definir armónica-
mente los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible; excluir cualquier condi-
cionalidad; y eliminar las brechas 
al interior de las sociedades, entre 
regiones y a escala global. 
Asimismo, deberá reforzar el com-
promiso de la comunidad interna-
cional, de que las personas sean el 
centro de sus preocupaciones, que 
promueva el crecimiento económi-
co sostenido e inclusivo, el desarro-
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cación latinoamericana y caribeña 
ante los nuevos desafíos que 
enfrenta la CELAC, razón por la 
que resultan imperativos los esfuer-
zos colectivos de integración, soli-
daridad y cooperación, mutuamen-
te ventajosa en particular con aque-
llos países vulnerables y de menor 
desarrollo relativo que servirán 
para la obtención de objetivos cla-
ros, medibles y adaptables a las 
distintas realidades nacionales, con 
vistas a la erradicación de la pobre-
za y a la promoción del desarrollo 
sostenible.

51. Reiteramos nuestro compro-
miso con el principio del derecho 
soberano de los Estados de dispo-
ner de sus recursos naturales y de 
gestionarlos y regularlos. Manifes-

tamos, asimismo, el derecho de 
nuestros pueblos de aprovechar, de 
manera sustentable, los recursos 
naturales, los cuales cuentan con el 
potencial de ser utilizados como 
una importante fuente para finan-
ciar el desarrollo económico, la jus-
ticia social y el bienestar de nues-
tros pueblos.

58. Reconocemos la importancia 
de considerar el rol esencial de la 
acción colectiva de los pueblos 
indígenas y de las poblaciones 
locales en la conservación y uso 
sustentable de la diversidad bioló-
gica, como un aporte significativo 
al Planeta. Apoyamos las acciones 
que están desarrollándose para 
impulsar su reconocimiento oficial.
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sobre America Latina que pasan por nuestras manos, y también 
de otras partes del mundo, en formato de cuadernillo de unas 
30-40 páginas, con una periodicidad prevista de 5 números al 
año.

También puedes encontrar 
el Documento del Ocote en:

	 Si te interesa recibir los “Documentos del Ocote Encendido”, 
rellena y envíanos este boletín al Comité Cristiano de Solidaridad 
Oscar Romero de Aragón (c/ José Paricio Frontiñan s/n - 50.004 - 
Zaragoza)

Nombre y apellidos:_________________________________________
Dirección:  c/_________________________________________nº____
C.P._________Población____________________________Tlf._______
Correo-e ___________________________________________________

	 Si te parece que estos Documentos merecen la pena, puedes 
colaborar con nosotros:
-	 con una aportación económica

haciendo un ingreso en nuestra cuenta en Caja España: 
Comité Oscar Romero de Aragón - ccc: 2096-0643-22-3234813004 
indicando tu nombre y el concepto "Ocote Encendido "

-	 multiplicando los textos publicados 
entre tus amigos, compañeros, conocidos… 
tejiendo con nosotros una red de información y concientización.                            


